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La monografía Ruido de togas: Justicia política y polarización so-
cial durante la República (1931-1936), obra de Rubén Pérez Trujillano, 
constituye una aportación capital a la historiografía jurídico-institucio-
nal, fruto de la elaboración de su tesis doctoral, dirigida por Bartolomé 
Clavero Salvador y Sebastián Martín Martín. Su principal mérito reside 
en la revisión crítica de la doctrina dominante hasta hoy, según la cual 
–a diferencia del caso alemán coetáneo, donde la justicia desempeñó 
un papel activo en la erosión del régimen por su permisividad hacia 
la violencia ultraderechista– los jueces y tribunales españoles habrían 
mantenido durante la Segunda República un comportamiento “ejemplar 
desde el punto de vista de la imparcialidad, el rigor, la firmeza y la ecua-
nimidad de sus resoluciones”. Frente a esta interpretación consolidada, 
la exhaustiva investigación de Pérez Trujillano demuestra que el poder 
judicial actuó como un actor político de primera magnitud, cuya inter-
vención contribuyó a obstaculizar la consolidación y el desarrollo del 
régimen constitucional republicano. Lejos de la supuesta neutralidad 
judicial, la justicia se situó –según el autor– “ante y, sobre todo, frente 
a la República”, condicionando su evolución institucional y minando la 
joven democracia.

Para sustentar estas conclusiones, Pérez Trujillano adopta un enfo-
que metodológico claramente renovador. Frente a una historiografía que 
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había abordado la justicia republicana de forma fragmentaria y centra-
da casi exclusivamente en la dimensión institucional y normativa, esta 
obra se adentra en la práctica efectiva de jueces y tribunales, constru-
yendo una auténtica historia jurisprudencial. El autor desarrolla lo que 
denomina una “reconstrucción contextualizada”, esto es, un análisis que 
atiende de manera prioritaria a las coordenadas históricas propias del 
periodo, evitando proyectar lecturas retrospectivas o valoraciones dicta-
das por el desenlace del régimen. Para ello acomete un ambicioso vaciado 
documental, basado en la consulta masiva de sentencias, sumarios y 
expedientes completos, que le han permitido realizar una aproximación 
“granular y microscópica” de cómo funcionaba la justicia “a ras de suelo”, 
ofreciendo así una perspectiva esencial para comprender el destino insti-
tucional del régimen republicano. 

En su prólogo, Sebastián Martín subraya precisamente esta capaci-
dad de la obra para “enmendar en su totalidad la convención” que había 
dominado la historiografía. Recuerda que ya existían indicios que ero-
sionaban la vieja imagen de imparcialidad judicial –como la actuación 
del Tribunal Supremo para frenar la persecución de Falange o el amplio 
“antijudicialismo” entre los diputados comprometidos con el nuevo orden 
constitucional–, pero faltaba un estudio sistemático que integrara y ex-
plicara estas evidencias. Ese vacío historiográfico, especialmente llamati-
vo si se compara con la amplia literatura dedicada al caso alemán, es el 
que viene a colmar la monografía. El resultado es un trabajo que aporta 
un soporte documental que abruma por su variedad y volumen y que el 
autor tiene la pericia de articularlo mediante una argumentación fina y 
rigurosa, capaz de ofrecer por primera vez una visión de conjunto de la 
praxis judicial republicana. Desde esta perspectiva, la obra no se limita 
a revisar una interpretación historiográfica, sino que redefine el modo 
mismo en que debe estudiarse la justicia en la Segunda República, mos-
trando que su historia es inseparable de las tensiones políticas y sociales 
que marcaron el destino del régimen.

La inauguración de la Segunda República encontró un desafío ins-
titucional de primer orden en el aparato judicial, que constituía una pe-
sada herencia del régimen precedente. En este sentido, el libro de Rubén 
Pérez Trujillano comienza con un análisis exhaustivo de la administra-
ción de justicia ante la República. El Estado republicano tuvo que lidiar 
con una administración de justicia perfectamente establecida que había 
sido gestada y se había desarrollado bajo un régimen jurídico y político 
contrapuesto al que se proyectaba en 1931. El sistema judicial heredado 
era decimonónico y presentaba una serie de características que lo hacían 
inherentemente incompatible con los valores democráticos emergentes. 
Incluía mecanismos elitistas de selección, una plantilla envejecida y con-
servadora, dinámicas clientelares de promoción y una cultura y mentali-
dades desconectadas de las últimas tendencias jurídicas y constituciona-
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les. Esta estructura judicial favorecía, además, la gerontocracia ad intra 
y la dependencia hacia el poder ejecutivo ad extra. 

La monarquía y la dictadura de Primo de Rivera habían configura-
do una judicatura que ya era marcadamente conservadora y católica y 
que, tras la dictadura, había derivado incluso en una magistratura de 
extrema derecha. Los regímenes anteriores habían sido conculcadores de 
derechos, un fenómeno que habría sido imposible sin la complicidad y el 
concurso de la judicatura. Esta herencia histórica había fomentado entre 
los jueces una ideología de la conformidad respecto al poder ejecutivo. En 
este contexto, surgió una tensión viva entre el sistema democrático na-
ciente y esta magistratura heredada de la Restauración y la dictadura. El 
cuerpo judicial no se percibía como un actor neutral, sino como un actor 
político inmerso en las relaciones de poder de cada coyuntura histórica. 
La judicatura se encontraba, así, en oposición a la composición socio-
lógica de las nuevas instancias representativas, como el parlamento. El 
difícil reto que se le planteaba al nuevo régimen era, como bien subraya 
Pérez Trujillano la “republicanización de la justicia”, o la “edificación de 
una justicia republicana”. Desde el comienzo del régimen, existía la con-
signa de “republicanizar” la judicatura, entendiendo esto como “su aco-
modamiento a los valores y principios fundamentales de la democracia”, 
buscando que la magistratura fuese “fiel al espíritu de la Constitución”. 
Para los juristas y políticos republicanos, se imponía la edificación de 
un poder judicial que, primero, asegurase la persistencia del régimen 
y, segundo, protegiera “virilmente los derechos del ciudadano”. No era 
de extrañar este antijudicialismo compartido por muchos diputados, ya 
que la justicia había actuado como un cuerpo “unitario y coherente en 
su vasallaje a los poderes oficiales” ante los desafueros de la dictadura. 
Por lo tanto, el problema de la magistratura heredada consistió en la 
complicadísima tarea de la “constitucionalización de la justicia” cuando 
se heredaba un aparato constituido con arreglo a parámetros culturales 
preconstitucionales.

La obra tiene la virtud de adentrarse con precisión analítica en el 
estudio pormenorizado de las fuentes judiciales para exponer, sin am-
bages, las variadas maneras de “resistencia y sabotaje” que los togados 
interpusieron contra las reformas clave de la República. Lejos de limi-
tarse a las injerencias políticas del ejecutivo, el libro demuestra cómo la 
judicatura operó como un “actor político no neutral”, utilizando sus fun-
ciones para subvertir el proyecto democrático naciente. La resistencia se 
manifestó de forma estructural contra las transformaciones territoriales, 
secularizadoras y laborales que conformaban el nuevo espíritu jurídico 
republicano. La respuesta judicial a estas y otras reformas ha sido objeto 
de estudio pormenorizado por el propio Rubén Pérez en su otra mono-
grafía, Jueces contra la República: el poder judicial frente a las reformas 
republicanas (Madrid: Dykinson, 2024). Baste señalar aquí, siguiendo a 
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su autor, que la mayoría de la judicatura entendía que el ordenamiento 
jurídico debía ser la expresión normativa de un “orden institucional an-
terior y superior a toda ley”; si el legislador se atrevía a alterarlo, incurría 
en antijuridicidad.

Un ejemplo institucional particularmente revelador de la resistencia 
frente a las reformas secularizadoras impulsadas durante la Segunda 
República se aprecia en la aplicación de la nueva legislación sobre el ma-
trimonio, cuestión que ya había sido abordada por el propio Pérez Truji-
llano en un trabajo previo publicado en el Anuario de Historia del Derecho 
Español, bajo el título “Entre los derechos de las mujeres y el poder judi-
cial” (núm. 90, 2020, pp. 391-437). Los estudios de Rubén Pérez ponen 
de manifiesto cómo, al aplicar la ley republicana del divorcio, una parte 
significativa de la magistratura tendió a actuar protegiendo la institución 
familiar –concebida todavía desde claves esencialmente “sacramentales”– 
antes que tutelar los derechos individuales de los cónyuges. Esta orien-
tación interpretativa desvirtuó, en la práctica, el propósito modernizador 
de la reforma y mostró hasta qué punto persistían inercias culturales y 
jurídicas ajenas al nuevo marco normativo. 

Sin embargo, quizás la aportación más contundente se refiere a la 
cuestión de la impunidad y la auto-protección del aparato estatal. La in-
vestigación saca a la luz cómo el poder judicial, y en especial su cúspide, 
el Tribunal Supremo, desempeñó un papel crucial al impedir la exigencia 
de responsabilidades por los crímenes de Estado y los desafueros come-
tidos durante el régimen monárquico y la dictadura de Primo de Rivera. 
Esta resistencia se hizo visible de forma temprana y contundente. Mien-
tras las Cortes Constituyentes trabajaban bajo el presupuesto de que la 
dictadura de Primo de Rivera había sido un régimen “de hecho” situado 
fuera de la ley, el Tribunal Supremo declaró en una de sus resolucio-
nes que dicha dictadura había sido un “Estado de derecho”. Esta con-
frontación entre los vértices del Estado resultaba ostensible. Al legitimar 
retrospectivamente el régimen anterior, el Alto Tribunal estableció las 
bases para garantizar la propia impunidad de la magistratura y la de las 
autoridades del antiguo régimen, quienes habían contado con la “compli-
cidad y el concurso de la judicatura” durante la dictadura. La tolerancia 
de los abusos de autoridad sirvió como una “estratagema de auto-excul-
pación” por parte de la alta magistratura, predeterminando el cauce de 
la exigencia de responsabilidades para que esta no prosperara en sede 
judicial. De esta forma, el Tribunal Supremo instó a la extensión de la 
amnistía –destinada a los delitos políticos cometidos contra la dictadura– 
a aquellos responsables que habían cometido delitos por la dictadura, 
logrando de facto una “auto-amnistía judicial”. Esta doctrina, construida 
sobre la idea de un “ambiente político imperante” que justificaba las ac-
tuaciones ilícitas, supuso el triunfo de la continuidad sobre el proyecto 
republicano de ruptura.
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Una de las aportaciones más relevantes de la obra de Pérez Trujilla-
no es la disección minuciosa de la cultura judicial anticonstitucional que 
actuó como un auténtico contrapoder durante la Segunda República. El 
autor muestra cómo una parte mayoritaria de la magistratura operaba 
guiada por la convicción de que existía un “orden institucional anterior 
y superior a toda ley”, una suerte de Constitución material heredada del 
pasado que debía prevalecer sobre el nuevo marco jurídico republicano. 
Desde esta perspectiva, cualquier intento del legislador democrático –por 
plenamente representativo que fuera– de modificar los fundamentos de 
ese orden tradicional era percibido como una vulneración del derecho. 
Así, la judicatura se autoatribuía el papel de “guardiana de un orden so-
cial amenazado”, situando sus propias categorías normativas por encima 
de la Constitución de 1931 y resistiéndose activamente a su desarrollo. 
En esta línea, el magnífico prólogo de Sebastián Martín destaca que el 
estudio parte de un enfoque “menos ingenuo” que el de la historiografía 
clásica, al asumir que el poder judicial constituye un actor político no 
neutral, inserto en las relaciones de poder que definen cada coyuntura 
histórica. La obra analiza con particular atención la “viva tensión” entre 
una magistratura formada en la cultura jurídica de la Restauración y la 
dictadura de Primo de Rivera y el nuevo sistema democrático impulsa-
do en 1931. Desde el marco de la reconstrucción contextualizada que 
adopta el libro, medidas como la Ley de Defensa de la República o las 
jubilaciones forzosas dejan de interpretarse como ataques a la indepen-
dencia judicial para entenderse como intentos de adaptar la judicatura 
a los valores y principios del orden democrático. Frente a ello, y como ya 
hemos adelantado, la justicia actuó como un auténtico sujeto político, 
capaz de instrumentalizar sus funciones jurisdiccionales para perseguir 
fines precisos y para influir de manera decisiva en el rumbo del régimen 
republicano.

El libro también detalla que la primacía de un orden supralegal se 
articulaba a través del predominio de un discurso judicial “historicista” y 
“iusnaturalista”. La justicia operaba bajo la primacía de nociones de or-
den, moralismo y nacionalismo, que resultaban inherentemente contra-
rias al espíritu constitucional republicano. Se trata de un tema que Pérez 
Trujillano controla bien, no en vano profundizó sobre el nacionalismo 
autoritario de la justicia en un artículo previo: “Los nacionalismos en el 
banquillo: la represión de los movimientos nacionalistas y autonomistas 
durante la Segunda República” (Ayer, 135, 2024, pp. 159-185).

La magistratura se inclinaba por una visión del orden jurídico como 
una “traducción fiel de los eternos e inmutables mandatos del derecho 
natural”, una postura que convertía valores e intereses históricos y con-
tingentes de una élite social en principios universales e inmutables, ocul-
tando así su “deformación ideológica”. Este “historicismo judicial” man-
tenía viva una cultura jurídica premoderna, cargada de referencias al 
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derecho romano, medieval y la nueva escolástica, lo que aseguraba la 
subsistencia de normas, categorías y prácticas preconstitucionales en el 
ordenamiento.

El jurista y profesor de Derecho Penal Luis Jiménez de Asúa, ya en 
1933, criticaba este conservadurismo en los manuales destinados a la 
formación de jueces, señalando el contraste con la actitud adaptativa de 
la magistratura en otros países ante el cambio de régimen. La monografía 
de Pérez Trujillano corrobora la ausencia de un funcionariado judicial 
netamente volcado hacia la actualización del régimen constitucional. De 
hecho, esta obra revela que la formación y el reclutamiento de nuevos 
funcionarios no sirvieron como palanca para la “republicanización” de 
la justicia. Los manuales de oposiciones, incluso aquellos publicados en 
tiempos republicanos, estaban imbuidos de nociones iusnaturalistas e 
historicistas, defendiendo que el derecho material no era el positivo ni el 
constitucional, sino que consistía en “principios anteriores y superiores 
a toda ley positiva”. Autores como Sentís Melendo promovían la idea de 
que la “interpretación histórica” era irrenunciable, y que el juez poseía 
“potestades esenciales” de creación judicial, alineándose con la escuela 
alemana de la libre jurisprudencia y la tesis de que “dentro de la ley o 
más allá de la ley, hay Derecho”. Esto legitimaba la función del juez como 
juez-legislador y garantizaba que el acceso a la carrera judicial carecie-
ra de un programa pedagógico constitucional coherente, asegurando la 
inmutabilidad sustancial de la cultura judicial en oposición a la nueva 
legalidad. Las escasamente exitosas reformas modernizadoras y republi-
canizadoras de la justicia durante 1931-1933 ya fueron objeto de estu-
dio por parte de nuestro autor en el artículo “Las reformas judiciales del 
primer bienio republicano” (Historia Constitucional, 25, 2004, pp. 399-
469). En resumen, la persistencia de esta cultura jurídica “culturalmente 
monárquica o estatalista”, impermeable a la soberanía popular, facilitó 
que la judicatura se convirtiera en un factor de boicot interno al Estado 
constitucional. 

La investigación de Pérez Trujillano, al centrarse en la práctica judi-
cial genuina y la reconstrucción contextualizada tanto de los más gran-
des y sonados procesos penales (la quema de conventos, el golpe de San-
jurjo, la matanza de Casas Viejas, la revolución de Asturias, etc.) como de 
los más humildes y anónimos (aquel ciudadano que sentó en el banquillo 
al juez que le había complicado la vida durante la dictadura de Primo, 
el polizón de tren al que el revisor mató impunemente, los jóvenes que 
pintaban hoces y martillos en los muros de Sevilla, etc.), revela que el 
aparato de justicia no operó bajo parámetros técnico neutrales, sino que 
constituyó un actor político escorado a la derecha cuya actuación tuvo en 
cuenta el “sesgo clasista de la judicatura”. El sistema de justicia que la 
República heredó era, de hecho, todo un privilegio de clase, y la savia que 
alimentaba la racionalidad judicial reaccionaria era el desprecio a los de-



RUIDO DE TOGAS: JUSTICIA POLÍTICA Y POLARIZACIÓN SOCIAL...

1219

rechos de los débiles. Este sesgo se manifestaba en la subordinación del 
sistema de justicia a la protección de las relaciones de dominación bur-
guesa, llegando a operar bajo el principio in dubio pro forte en el proceso 
penal. De esta predisposición clasista se derivó una estrategia de castigo 
explícita contra los movimientos populares, que lo mismo auspiciaba la 
marcha desmedidamente violenta de los agentes de la autoridad como la 
más cruda “ley de fugas”, a la que la jurisprudencia no dejó de ofrecer 
parapeto. El poder judicial, demuestra Rubén Pérez, se propuso como 
“guardiana de un orden social amenazado” y procedió a castigar a los 
movimientos sindicales y de izquierda, identificándolos como enemigos 
del régimen. El autor documenta una doble represión judicial: una blan-
da para los delitos comunes y otra dura para los delitos de connotación 
política o socioeconómica. El rigor punitivo era notablemente superior 
en los delitos cometidos con móviles político-sociales o socio-laborales. 
Este enfoque reflejaba una ideología judicial que repudiaba el derecho a 
la protesta y que se manifestaba en la suspensión práctica de derechos 
constitucionales para los ciudadanos comunistas y libertarios.

Para llevar a cabo esta represión diferencial, el libro examina cómo 
se forjaron y aplicaron mecanismos de estigmatización que socavaron 
el proyecto constitucional de ciudadanía. El estigma central fue el de 
“extremista”, una noción que había nacido durante el régimen de la Res-
tauración y que se mantuvo en la República, aplicándose desde 1931 a 
anarquistas y comunistas. La persistencia de este concepto criminológico 
implicó la creación de un “estatus procesal desventajado” para los tra-
bajadores. Dicha etiqueta, que dependía a menudo de la calificación de 
informes policiales, militares o de la Guardia civil, era asimilada por los 
órganos judiciales y tenía consecuencias directas, como la agravación pu-
nitiva bajo fines políticos y la aplicación de la presunción de culpabilidad 
basada en los antecedentes políticos o sociales del procesado. El estigma 
se expandió en el segundo bienio para envolver también a los socialistas. 
Este proceso de definición discursiva del enemigo revolucionario tuvo un 
efecto negativo sobre los derechos de amplios sectores de la sociedad, 
socavando el el ya mencionado proyecto constitucional de ciudadanía.

En marcado contraste, la investigación revela el trato de favor y la 
tolerancia hacia los grupos antirrepublicanos y de extrema derecha. El 
cuerpo judicial les deparó un trato caracterizado por la “pasividad, leni-
dad o directamente privilegio”. La derecha tuvo la fortuna de no sufrir 
un estigma judicialmente relevante en ningún momento, gozando de “eti-
quetas privilegiadas, auténtico reverso de los estigmas de extremista”. 
Los individuos beneficiados solían ser denominados personas de orden 
o eran descritos con fórmulas morales positivas (“buena conducta, hon-
rado, trabajador”), lo que servía como atenuante ad hoc para delitos co-
metidos en defensa del orden social tradicional. El trato privilegiado era 
evidente en la represión de la violencia política: el Tribunal Supremo in-



Roldán Jimeno Aranguren

1220

tervino, por ejemplo, para impedir la persecución de Falange, a diferencia 
de la actitud de la magistratura alemana coetánea. La judicatura veía en 
los grupos fascistas unos aliados en la defensa del orden social y nacio-
nal tradicional, y se mostraba tolerante hacia la prensa y la propaganda 
contraria al sistema constitucional de derechos y libertades proveniente 
de la derecha, mientras que la crítica izquierdista enfrentaba un “azote 
represivo” y un castigo desproporcionado. En definitiva, el estigma de 
extremista se mantuvo incólume, al igual que su reverso, el privilegio de 
derechista o persona de orden.

La actitud de la justicia fue y sería diametralmente opuesta ante los 
crímenes de la extrema derecha, llegando a ser espuriamente garantista. 
Mientras que para los obreros armados en tiempos convulsos operaba 
una presunción de culpabilidad, para el derechista armado, la justicia 
aplicaba una presunción de inocencia, “cuando no una patente de impu-
nidad”.

Ruido de togas es, en suma, una investigación imprescindible para 
comprender el fracaso institucional de la Segunda República, pues des-
monta de manera convincente la arraigada creencia en la supuesta im-
parcialidad judicial del periodo. El principal mérito de la obra reside en 
mostrar, con un detallado análisis de la práctica jurisdiccional, cómo el 
poder judicial –lejos de actuar como un cuerpo técnico y neutral– des-
empeñó un papel político de enorme relevancia en el bloqueo de la con-
solidación del régimen constitucional republicano. Este papel se articuló 
a través de la judicialización de la gestión represiva del conflicto social, 
que culminó en la juridificación de una Constitución material tradicio-
nal situada de facto por encima del ordenamiento jurídico positivo. Así, 
la magistratura se erigió en guardiana de un orden social considerado 
amenazado, actuando como un actor político no neutral que utilizó su 
función y su posición estratégica en el aparato estatal para socavar la 
democracia naciente. Tal comportamiento, como demuestra Pérez Tru-
jillano, operó como un verdadero “boicot interno al aparato de Estado”: 
convencida de custodiar un orden trascendental superior a la ley, la jus-
ticia neutralizó los valores políticos expresados en el Parlamento y en la 
Constitución de 1931 e impuso, en la práctica, otro conjunto de normas. 
En este sentido, la judicialización de un orden fáctico impermeable a 
cualquier reforma social terminó convirtiéndose en un componente ilegí-
timo del ordenamiento constitucional realmente existente. El prólogo de 
Sebastián Martín también ilustra esta confrontación entre el nuevo régi-
men y la judicatura mediante diversos ejemplos extraídos de la práctica 
judicial examinados por Pérez Trujillano. En primer lugar, recuerda cómo 
el Tribunal Supremo, en pleno debate constituyente, llegó a declarar que 
la dictadura de Primo de Rivera había sido un “Estado de derecho”, de-
bilitando así el presupuesto básico sobre el que la Comisión de Respon-
sabilidades construía su actuación, pues esta consideraba al régimen 
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dictatorial como un mero gobierno “de hecho”. En segundo lugar, señala 
que la tensión entre el poder judicial y el nuevo orden constitucional fue 
tan evidente que incluso se proyectó en el debate sobre la composición 
del Tribunal Constitucional, donde se descartó la incorporación de per-
sonal procedente de la magistratura por desconfianza hacia su cultura 
jurídica. Por último, Martín destaca el sesgo clasista evidenciado por la 
investigación: los jueces tendieron a situarse “frente a los movimientos 
sindicales y de izquierda, y ante la organización y el activismo de la ex-
trema derecha”, revelando un patrón de parcialidad política y social que 
recuerda, en ciertos aspectos, al observado en el caso alemán.

Más allá de su valor historiográfico inmediato, este magnífico estudio 
de Pérez Trujillano tiene una relevancia actual innegable, pues, como ya 
apuntara Sebastián Martín en su prólogo, la problemática abordada en 
esta monografía se proyecta hasta el presente, al referirse a “hipotecas de 
largo arrastre que aún hoy, bajo diferentes ropajes, padecemos”. En este 
sentido, el libro pone de manifiesto la duradera relevancia de la conflic-
tual relationship (relación conflictiva) entre el derecho escrito y el derecho 
judicial. La República nacida en 1931 se enfrentó a la inexistencia de un 
funcionariado judicial netamente volcado hacia la actualización del régi-
men constitucional español, lo que constituyó un auténtico problema de 
lealtad constitucional. El aparato judicial, heredado como un privilegio 
de clase de la monarquía y la dictadura, mostró una clara inadaptación 
cultural y política al constitucionalismo democrático y social, y se valió 
del uso de resquicios jurídicos para hacer valer intereses ideológicos y de 
clase. Son dinámicas históricas que hoy persisten como lecciones esen-
ciales sobre la fragilidad de los sistemas democráticos cuando el poder 
judicial se desvincula del principio de legalidad democrática y constitu-
cionalidad de derechos.

Fecha de envío / Submission date: 1/12/2025
Fecha de aceptación / Acceptance date: 13/1/2026


